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ASUNTO

Procede la Sala Dual a resolver el recurso de apelación interpuesto contra la providencia de fecha 2 de noviembre de 2011 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Chocó
, por medio de la cual decidió “SANCIONAR con DOCE (12) MESES DE SUSPENSIÓN en el ejercicio del cargo e INHABILIDAD ESPECIAL por el mismo tiempo para el ejercicio de la función pública al doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO…en su condición de JUEZ PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO QUIBDÓ, por haber trasgredido el deber consagrado en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 o Estatutaria de la Administración de Justicia”, misma que fue convertida en multa.

HECHOS

Mediante oficio No. 0365 del 13 de abril del año 2007, el doctor EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN, en su condición de Procurador General de la Nación, solicitó se investigaran algunas irregularidades que se venían presentando -entre otros despachos judiciales- en el Juzgado 1º Laboral del Circuito de Quibdó, quienes estaban decretando embargos contra el Departamento del Chocó. 

En el citado informe expresó que “Los embargos afectan cuentas de participación y transferencias, contrariando lo preceptuado en la Constitución Política, la Ley y particularmente la Circular No. 019 del año 2005.” 

Es así como en el presente radicado se investigan las presuntas irregularidades acaecidas al interior del proceso ejecutivo laboral radicado bajo el Número 2006-00125, instaurado por JESÚS ADONIS CURA y otros contra el Departamento del Chocó (fls. 1 a 14 del c.o).

ACTUACIONES PROCESALES

Con fundamento en el informe referido, la Sala de instancia profirió auto –el 23 de julio de 2007- (fl.16) de apertura de indagación preliminar, decretando las pruebas necesarias para el esclarecimiento de los hechos objeto de investigación, providencia notificada al servidor judicial y al Ministerio Público, etapa procesal en la cual se informó por parte de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial de Antioquia y Chocó que el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO se identifica con la cédula de ciudadanía número 71645299 y desempeña el cargo de Juez 1º Laboral del Circuito de Quibdó, desde el 11 de enero de 2005 hasta el 11 de junio de 2007 y desde el 16 de junio de 2007 hasta la fecha [entiéndase 1º de agosto de la misma anualidad] (fl.21).

Posteriormente -el 16 de marzo del año 2009- (fl.32) el inculpado rindió versión libre, quien al no recordar el estado del proceso por el cual se le preguntaba solicitó que su versión le fuera recepcionada por escrito. 

Fue por ello que el disciplinado presentó el escrito (fl.34) y manifestó que efectivamente decretó el embargo de recursos del Departamento del Chocó, a pesar de encontrarse dicho ente en proceso de reestructuración de pasivos, con fundamento en lo preceptuado por el artículo 34 numeral 9º de la Ley 550 de 1990, cuya transcripción literal realizó. 

Agregó que adoptó tales decisiones por cuanto consideró que la citada norma permite el cobro ejecutivo de todas las acreencias causadas con posterioridad a la iniciación de la negociación y así fue interpretado por su superior funcional, el Tribunal Superior de Quibdó, como lo demuestran las sentencias de segunda instancia que aportó como pruebas. 

Aseveró que “no puede derivarse responsabilidad disciplinaria y mucho menos penal para un funcionario judicial por el hecho de que en el libre ejercicio de la autonomía funcional que le otorga la Constitución, decida que norma aplicar a un caso concreto y cómo interpretarla. Máxime cuando la interpretación que adopta es la que sus superiores de instancia han aplicado en el curso de la segunda instancia.”

Consideró que en el caso concreto, el ejecutado no informó al Juzgado, como lo han hecho otros entes, sobre la existencia en su presupuesto de un rubro destinado al pago de sentencias o conciliaciones, con fondos o recursos suficientes para cubrir el respectivo crédito.

Mediante providencia del 13 de octubre de 2009, la Sala a quo decidió “abstenerse de abrir investigación disciplinaria” en contra del implicado (fl.111), misma que fue impugnada por el Procurador 158 Judicial Penal II y revocada por esta Superioridad –en providencia del 8 de julio de 2010- (fl.162) ordenado la apertura formal de investigación disciplinaria, fue por ello que la Magistrada LILIANA DEL SOCORRO MARÍN ARÍAS –mediante auto del 8 de marzo de 2011- (fl.185) en cumplimiento de lo ordenado dispuso notificar al inculpado de tal determinación, así como allegar sus antecedentes disciplinarios e igualmente solicitó al Banco Popular certificar “la denominación, naturaleza y concepto a que pertenece la cuenta número 380-01140-0 si de la misma se hicieron descuentos, pagos a favor del proceso ejecutivo laboral radicado 2006-00125 adelantado en el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó por JESÚS ADONIS CURI FLOREZ y OTROS…en contra del Departamento del Chocó en virtud de la medida cautelar decretada dentro de dicho proceso mediante interlocutorio 518 del 12 de junio de 2006. En igual sentido ofíciese al Banco de Bogotá con relación a la cuenta bancaria No. 57833738-8 y al Banco Agrario en la No. 33030001725-6” (fl.185).

Se notificó –personalmente- el disciplinado de la referida providencia (fl.190) y en cumplimiento de lo dispuesto en la misma el Banco Popular (fl.191) e informó que “el proceso a nombre de JESÚS ADONIS CURY FLOREZ Y OTROS expediente No. 2006-00125 fue cancelado con recursos debitados de la cuenta corriente No. 110.380.01148.6 denominada SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIÓN EN EDUCACIÓN DEL DEPARTAMENTO DEL CHOCO” (s.f.t.).

PLIEGO DE CARGOS

El a quo en providencia del 1º de junio de 2011 (fl.197) decidió “FORMULAR PLIEGO DE CARGOS” en contra del inculpado “por presunta trasgresión al numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por no dar aplicación al artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, artículos 18 e inciso 1º del artículo 91 de la Ley 715 de 2001 y los artículo 488 y 684 del Código de Procedimiento Civil y 100 del Código de Procedimiento Laboral, conducta que se califica como grave a título de dolo” (fl.207).

A efecto de arribar a la anterior determinación, consideró –luego de identificar los requisitos formales que debe tener el pliego de cargos y narrar el trámite dado al proceso ejecutivo laboral identificado con el radicado 2006-00125- que al interior de la identificada foliatura “por auto interlocutorio No. 518 del 12 de junio de 2006, se libra mandamiento de pago por vía ejecutiva a favor de los demandantes, teniendo como título base de recaudo la certificación expedida por la entidad demandada al considerar que se tenía una obligación clara, expresa y actualmente exigible, lo cual se efectúa por la suma de $11.826.961 por los conceptos demandados y consecuencia se decretó el embargo y retención de los dineros que tenga o llegare a tener el demandado en las cuentas corrientes No. 57833738-8 en el Banco de Bogotá, No. 3303001725-6 de Banco Agrario y Nro. 380-01148-6 del Banco Popular denominadas SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES DEL DEPARTAMENTO DEL CHOCÓ hasta la suma de $17.740.441, sin determinar sobre qué porcentaje recaía dicha orden…medida que ordenó adicionar en auto de sustanciación No. 1583 del 3 de octubre de 2006 hasta $6.397.170” (s.f.t.).

Adujo que la anterior medida fue objeto de oposición por la entidad demandada, razonamientos que no fueron atendidos “en audiencia de trámite celebrada el 28 de septiembre de 2006, igualmente se abstuvo el juez de conocimiento de levantar las medidas cautelares decretadas y se aprobó la liquidación del crédito…y en razón de ello se expiden las órdenes de pago de depósito judicial del 12 de septiembre de 2006 a favor de los demandantes en la suma de $20.494.632 y posteriormente de $2.639.632” dinero entregado a la representante judicial de los ejecutantes “por lo que el 8 de febrero de 2007, por interlocutorio No. 216 se declara terminado definitivamente el proceso y se ordena el levantamiento de las medidas cautelares” (s.f.t.).

Argumento que ordenar un embargo de cuentas, no obstante estar el Departamento bajo la vigencia de la Ley 550 de 1999 desconoce el mandato consagrado en el numeral 13 del artículo 58 del citado cuerpo normativo, toda vez que dicha disposición tiene prelación “sobre el artículo 34 numeral 9º de la misma Ley por tratarse de norma posterior” y agregó que “de cara a la inembargabiliad de los recursos del sistema general de participaciones, tenemos que las acreencias laborales demandadas, sí bien se generaron por servicios prestados por los demandantes al sector educativo, se aprecia en el libelo genitor que al decretarse el embargo de dichos recursos, este no se limitó al porcentaje permitido jurisprudencialmente, esto es, a la tercera parte de los recursos que por tal concepto se trasfieren al Departamento, sino que la medida de embargo recayó sobre el 100% de los dineros correspondientes al rubro de educación, consignados en la cuenta 380-00148-6 del Banco Popular” tal como lo certificó dicha entidad financiera, siendo esta una determinación que lesiona lo dispuesto en el inciso 1º del artículo 91 de la Ley 715 de 2001 declarado exequible mediante sentencia C-566 de 2003 “afectación que se prolongó hasta el momento que el señor Juez de marras ordenó el levantamiento de la medida de embargo que afectaban estas cuentas, en providencia del 8 de febrero de 2007”.

Cito los artículos 18 y 91 -inciso 1º- de la Ley 715 de 2001, así como la sentencia C-793/02 dictada por la Corte Constitucional y expresó que conforme a tales disposiciones “no era procedente adelantar el mencionado proceso ejecutivo laboral, pues con lo que respecta a la certificación expedida por el rector de la Institución Educativa Heráclito Lara Arroyo no puede considerarse que cumpliera con la exigencia doctrinaria ni jurisprudencialmente establecidas para considerar que eran títulos ejecutivos, pues tenemos que estas son unánimes y exactas en precisar que para librar mandamiento de pago en un proceso ejecutivo laboral basta examinar el título presentado como base para el recaudo y establecer que contenga una obligación clara, expresa y actualmente exigible como lo estipula el artículo 488 del C.P.C. y el artículo 100 del C.P.T. originada en una relación de trabajo que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que emane de una decisión arbitral en firme”, presupuesto que –a su juicio- no se configura en el caso sometido a decisión “pues aquel no era el representante legal del Departamento del Chocó y lo mismo no puede predicarse de la documentación allegada, pese a que en el auto que se libró mandamiento de pago se indica que el título ejecutivo consiste en certificación expedida por la entidad demandada”.
En cuanto a la modalidad de la falta, esta fue calificada de grave y de cara a la forma de culpabilidad y la misma se estableció como dolosa “por cuanto de manera consciente y voluntaria desconoció las normas citadas precedentemente, las cuales son de estricto cumplimiento y que dentro del trámite del proceso ejecutivo le fueron puestas en conocimiento por el asesor jurídico del Departamento del Chocó, requerimientos que no fueron atendidos por el encartado”. 
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La anterior decisión se notificó en forma personal al encartado (fl.209) e igualmente se corrió el traslado establecido en el artículo 166 de la Ley 734 de 2002 (fl.210), término dentro del cual intervino el representante el Ministerio Público (fl.212), más no el implicado conforme a la constancia secretarial que obra en el investigativo (fl.219).

El citado funcionario (fl.212) solicitó el proferimiento de fallo sancionatorio y calificó de ajustada a derecho la providencia que levantó cargos en contra del implicado.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El -a quo- a través de providencia del 2 de noviembre de 2011 (fl.220) dispuso declarar disciplinariamente responsable al encartado y en consecuencia “SANCIONAR con DOCE (12) MESES DE SUSPENSIÓN en el ejercicio del cargo e INHABILIDAD ESPECIAL por el mismo tiempo para el ejercicio de la función pública al doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO…en su condición de JUEZ PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO QUIBDÓ, por haber trasgredido el deber consagrado en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 o Estatutaria de la Administración de Justicia” en concordancia con las normas imputadas en el pliego de cargos (fl.240), misma que fue convertida en multa al no estar el disciplinado en ejercicio del cargo.

Para arribar a la resolutiva antes referida, consideró –previa identificación de los soportes probatorios recaudados, relacionar las normas imputadas y relatar el trámite dado al proceso ejecutivo- que tal como se demostró a lo largo de la investigación, el encartado “libró mandamiento de pago, teniendo en cuenta solo certificaciones expedidas por el tesorero pagador del ente demandado y de la institución educativa en la cual laboraba el demandante, decretó medida cautelar de embargo y retención de los dineros del Departamento del Chocó, por cuenta del sistema general de participaciones en educación, sin que se señalara sobre qué porcentaje recaía dicha determinación, esto es de manera indiscriminada, entendiéndose que se hizo sobre el 100% de la participación, donde se ordenó la entrega de los valores retenidos hasta el monto liquidado, trámite que se adelantó encontrándose el Departamento en el marco de la Ley 550 de 1999, pese a las advertencias y demás solicitudes presentadas por el apoderado judicial del Departamento, quien dio a conocer esta situación al juez de conocimiento, al proponer incidente de desembargo…sin que fueran acogidas sus pretensiones” (sic),

Afirmó que al estar demostrado lo anterior, se infiere –necesariamente- la objetividad de la falta y en cuanto hace relación a la certeza sobre la responsabilidad del implicado, adujo no tener cabida la interpretación normativa por el propuesta, toda vez que “el artículo 34 numeral 9º invocado por el disciplinado en su versión libre, es de aplicación exclusiva de las empresas, llámese privadas o de economía mixta que se sometan a Acuerdo de Reestructuración de Pasivos a efectos de posibilitar en el tiempo el restablecimiento de la capacidad de pago y la recuperación de la viabilidad financiera, por su parte el artículo 58 numeral 13 de la misma norma, es de carácter especial y solamente aplicable a los entes territoriales, por lo que en relación con las reglas especiales previstas en este artículo, tales como la prohibición de iniciar procesos ejecutivos y decretar medidas cautelares, tanto en la etapa de negociación, como en la ejecución del Acuerdo y el pago del gasto corriente…corresponde solamente a esta tipo de entidades públicas, situación que es diferente en el proceso aplicable a las entidades privadas, para las que solo opera la prohibición de iniciar procesos ejecutivos en la etapa de negociación”.
Cito la sentencia C-493/02 donde se revisó la constitucionalidad del numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 de 1999 y providencias dictadas por esta Colegiatura relacionadas con los alcances de la garantía constitucional de la autonomía funcional y precisó que esta no debe entenderse de forma absoluta al punto que desconozca el ordenamiento jurídico mismo, como ocurrió en el presente caso “so pretexto de librar mandamiento de pago en el trámite del proceso ejecutivo laboral mencionado, aplicó el artículo 34 numeral 9º de la Ley 550 de 1999, desconociendo lo preceptuado en el artículo 58 numeral 13 de la misma Ley, omitiendo de manera abrupta el objeto y finalidad de la misma dicha autonomía, quedando sin soporte alguno sus argumentos defensivos por lo que su conducta deviene en falta disciplinaria al desatender los deberes que le imponen la Constitución, la Ley y los reglamentos”.
Refirió las sentencias C-566/03 y C-793/02 emanadas de la Corte Constitucional a efecto de soportar la inembargabilidad de los recursos del sistema general de participaciones.

A lo cual agrego que al interior del referido proceso ejecutivo no era procedente dictar la medida de embargo, pues “las constancias o certificaciones allegadas como título ejecutivo base de recaudo y con fundamento en las cuales se libró mandamiento ejecutivo” no reúne los requisitos establecidos por la jurisprudencia y la normatividad que regula el tema –en concreto el artículo 488 del C.P.C. y 100 del C.P.T.- “lo cual no se da dentro del caso a estudio, dado que dichas certificaciones no constituyen un acto administrativo del representante legal del ente departamental, en el que se esté reconociendo y ordenando el pago de obligaciones a favor de los demandantes, que facultara así su ejecución ante un eventual incumplimiento”.
En relación con la dosificación de la sanción, afirmó que atendiendo la forma como fue calificada la falta –esto es grave en modalidad dolosa- debe tasarse la misma “teniendo en cuenta que con su comportamiento realizó la conducta descrita en el numeral 1º del artículo 153…de la Ley 270 de 1996”, norma que debe concordarse con lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002 siendo merecedor el reproche de suspensión en el cargo por el término de doce meses “ha inhabilidad especial por el mismo término para el ejercicio de la función pública, ello con fundamento en lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 734 de 2002, el cual establece como criterios para la graduación de la sanción, los cuales resultan aplicables al presente asunto, los literales a, g, i lo anterior, pues es de conocimiento para esta Corporación que el inculpado…cuenta con antecedentes disciplinarios dentro de los cinco años anterior a la emisión de la presente decisión, además que se acreditó que su proceder causó un grave perjuicio a la población y la administración del Departamento del Chocó…por cuanto en desarrollo del proceso ejecutivo laboral 2006-00125 se demostró que las partes le pusieron en conocimiento y le informaron la ilicitud de su proceder, situaciones que fueron desatendidas por el funcionario judicial” pero como el inculpado se encuentra desvinculado de la Rama Judicial –se dispuso dar aplicación a lo reglado en el artículo 46 de la Ley 734 de 2002- y convertir en multa la referida determinación. 

APELACIÓN
El inculpado (fl.244) impugnó la decisión de primera instancia, para lo cual expuso los siguientes argumentos:

(i).- Manifestó que el título que se tuvo en cuenta como base de recaudo ejecutivo “lo constituyó la certificación expedida por el señor RODOLFO MURILLO GUZMÁN, Tesorero Pagador de la entidad, con funciones delegadas expresamente por el señor Gobernador para expedir dichos documentos, tal como consta a folios 1 a 22 del expediente del proceso ejecutivo. Siendo así mal puede concluir la Sala que el título ejecutivo no reunía los requisitos del artículo 488 del C.P.C. y el 100 del C.P.L.”, por eso –según su criterio- “existiendo la debida delegación por parte del ordenador del gasto y constando en el documento la existencia de una obligación clara, expresa y exigible a cargo del deudor estamos frente a un título ejecutivo”.
(ii).- Expresó que en relación con la inembargabilidad de los recursos del sistema general de participaciones, existen reiterados pronunciamientos jurisprudenciales –hizo referencia a la C-566/03- que contemplan excepciones a dicha prohibición “cuando como en el caso concreto se trata de acreencias laborales de ex docentes y los recursos que se están afectando corresponden a los del sector educación”. 
(iii).- Manifestó que “se libró mandamiento de pago en contra del Departamento del Chocó pese a su sometimiento a la Ley 550 de 1999, es menester traer a colación la improcedencia de procesos disciplinarios contra funcionarios judiciales por libre y autónoma interpretación de la normatividad” y tal como lo reconoce la jurisprudencia constitucional el ejercicio de tal competencia, no da lugar a iniciar procesos disciplinarios, para el efecto citó lo determinado por la Corte en las sentencias C-417/93 y T-094/07.

(iv).- Expuso que libró el mandamiento de pago censurado -pese a que el ente territorial se encontraba sometido a reestructuración de pasivos- “con fundamento en el artículo 39, numeral 9º de la Ley 550 de 1999, siendo que la norma aplicable al caso según la Sala Disciplinaria era el artículo 58 numeral 13 de la misma Ley 550 de 1999”, posición que es pacífica según lo establecido por el Tribunal Superior de Quibdó cuando se trata de “acreencias reconocidas mediante actos administrativos expedidos con posterioridad a la fecha de iniciación del acuerdo de reestructuración de pasivos, era viable la ejecución, pues así lo manifestó de manera expresa y sin lugar a equívocos en reiteradas oportunidades al recurso los recursos de alzada impetrados por la parte ejecutada”, por tanto –según su criterio- “el único delito cometido por los jueces de Quibdó fue el de dar aplicación al precedente de nuestro superior funcional la Sala Única del Tribunal Superior de Quibdó”.
(v).- Tras realizar consideraciones sobre el deber funcional de respetar los términos procesales, concluyó que “en el caso concreto se observa que con fecha 23 de julio de 2007 se dispuso la apertura de indagación preliminar, trascurrieron 3 años y dos meses para que mediante providencia del 8 de julio de 2010 se ordenara la apertura formal de la investigación disciplinaria, lo cual excede a todas luces el término perentorio de 6 meses que establece el artículo 141 de la Ley 200 de 1995 y el artículo 150 de la Ley 734 de 2002…es curioso que la Sala Disciplinaria imponga sanciones disciplinarias a los jueces por mora en el trámite de los procesos a su cargo, sin embargo justifica situaciones de mora tan aberrante como la que se observa en el presente caso, sin que merezca tan siquiera una compulsa de copias para investigar a los funcionarios comprometidos”.
(vi).- Expresó que los títulos judiciales fueron recibidos por la apoderada de la parte demandante “con fecha 26 de octubre de 2006 y 14 de noviembre de 2006, como bien lo resalta el ponente en su providencia a folio 11 del primer parágrafo. Luego es a partir de ese momento que debe computarse el término de prescripción”.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Sala Dual Quinta de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer el presente asunto, de conformidad con lo previsto por el Artículo 256 numeral 3° de la Constitución Política y el Artículo 112 numeral 4° de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo establecido en el literal a) del artículo 26 del Acuerdo 075 del 28 de julio de 2011.

1.- Precisiones generales sobre la potestad disciplinaria del Estado.-

En desarrollo de la competencia antes mencionada, procede la Sala a desatar el recurso de alzada interpuesto por el funcionario sancionado, con apoyo en el material probatorio obrante en el informativo a la luz de las disposiciones legales atinentes al tema a debatir y teniendo en cuenta los argumentos expuestos en la sustentación de la apelación, como quiera que es en estos donde se exponen las razones de inconformidad con la decisión impugnada.

Previo a abordar el análisis del material probatorio allegado al plenario, la Sala Dual parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del Estado, se concreta en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores derivada de la especial sujeción de estos al Estado, en razón de la relación jurídica surgida por la atribución de una función jurisdiccional. 

Así las cosas conforme a la anterior precisión conceptual de la misma se pretende que el cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se debe realizar dentro de una ética del servicio público, con acatamiento a los principios constitucionales de moralidad, eficacia y eficiencia que deben caracterizar sus actuaciones, razón por la cual en el derecho disciplinario funcional, la falta siempre supone la existencia de un deber que acatar, cuyo olvido, incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta sancionatoria del Estado.  

De lo anterior se deduce que el espacio desde el cual se legitima el reproche del Estado al servidor judicial, no es propiamente la voluntad de lesionar intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que demuestren un cumplimiento parcial y defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan en el desarrollo de la tarea de administrar justicia, es así como el artículo 196  de la ley 734 de 2002, define la falta disciplinaria en los siguientes términos: 

“Artículo 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este Código”.

Así las cosas, resulta en consecuencia imperioso analizar si en su actuar funcional de el disciplinado en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdo, incurrió en la conducta por la cual se le corrió pliego de cargos y mereció el reproche disciplinario por parte del a quo en la providencia que es objeto de estudio por vía de apelación.

2.- Identificación del marco jurídico imputado.-

En efecto las conductas disciplinarias por las cuales se encontró responsable al servidor judicial referido, tal como fueron imputadas en el pliego de cargos es haber incurrido en desconocimiento del deber establecido en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 en concordancia con lo reglado en el numeral 13º del artículo 58 de la Ley 550 de 1999 y los artículos 18 e inciso 1º del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, así como lo dispuesto en los artículo 488 y 684 del C.P.C y 100 del C.P.T. las cuales en su tenor literal rezan:

(i).- LEY 270 DE 1996.- 

ARTÍCULO 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: 

1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos. 

(…)

(ii).- Ley 550 de 1999.- 

ARTICULO 58. ACUERDOS DE RESTRUCTURACIÓN APLICABLES A LAS ENTIDADES TERRITORIALES. Las disposiciones sobre acuerdos de reestructuración e instrumentos de intervención a que hace referencia esta ley serán igualmente aplicables a las entidades territoriales, tanto en su sector central como descentralizado, con el fin de asegurar la prestación de los servicios a cargo de las mismas y el desarrollo de las regiones, teniendo en cuenta la naturaleza y las características de tales entidades, de conformidad con las siguientes reglas especiales: 
13. Durante la negociación y ejecución del acuerdo de reestructuración, se suspende el término de prescripción y no opera la caducidad de las acciones respecto de los créditos a cargo de la entidad territorial, y no habrá lugar a la iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y recursos de la entidad. De hallarse en curso tales procesos o embargos, se suspenderán de pleno derecho. 

(…)

(iii).- Ley 715 DE 2001.- 

ARTÍCULO 18. ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS. Los departamentos, los distritos y los municipios certificados administrarán los recursos del Sistema General de Participaciones en cuentas especiales e independientes de los demás ingresos de las entidades territoriales. Estos dineros no harán unidad de caja con las demás rentas y recursos de la entidad territorial. Estos recursos, del sector educativo, no podrán ser objeto de embargo, pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición financiera.

ARTÍCULO 91.- PROHIBICIÓN DE LA UNIDAD DE CAJA. <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> Los recursos del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por sectores. Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, titularización u otra clase de disposición financiera.

(iv).- Código de Procedimiento Civil.-
ARTÍCULO 488. TÍTULOS EJECUTIVOS. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso - administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia. 

La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 294. 

ARTÍCULO 684. BIENES INEMBARGABLES. <Artículo  modificado por el artículo 1, numeral 342 del Decreto 2282 de 1989. El nuevo texto es el siguiente:> Además de los bienes inembargables de conformidad con leyes especiales, no podrán embargarse: 

2. Los destinados a un servicio público cuando éste se preste directamente por un departamento, una intendencia, una comisaría, un distrito especial, un municipio o un establecimiento público, o por medio de concesionario de éstos; pero es embargable hasta la tercera parte de los ingresos del respectivo servicio, sin que el total de embargos que se decreten exceda de dicho porcentaje. 

Cuando el servicio lo presten los particulares, podrán embargarse los bienes destinados a él, así como la renta líquida que produzcan, y el secuestro se practicará como el de empresas industriales. 

(v).- Código Procesal del Trabajo.-

ARTICULO 100. PROCEDENCIA DE LA EJECUCIÓN. Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que emane de una decisión judicial o arbitral firme. 

Cuando de fallos judiciales o laudos arbitrales se desprendan obligaciones distintas de las de entregar sumas de dinero, la parte interesada podrá pedir su cumplimiento por la vía ejecutiva de que trata este Capítulo, ajustándose en lo posible a la forma prescrita en los artículos 987 y siguientes del Código Judicial, según sea el caso”.
En efecto, siendo las anteriores normas el marco jurídico de referencia a tener en cuenta en la resolución del caso sometido a decisión, la Sala considera necesario –como primer tópico- efectuar un relato del trámite dado al proceso laboral cuestionado a fin de contar con los elementos de juicio necesarios para desatar la solicitud de prescripción de la conducta imputada e igualmente analizar la –supuesta- lesión al debido proceso por el término de duración de la indagación preliminar, para posteriormente presentar los límites conceptuales a la autonomía judicial y valorar sí los mismos se aplican al caso sometido a decisión.

3.- Presupuestos fácticos de la imputación.-

Así las cosas de cara a los presupuestos fácticos que soportan la presente investigación disciplinaria, se tiene que la abogada ELIZABETH CURI MORENO –en su condición de apoderada de nueve profesores- adelantó proceso ejecutivo laboral contra el Departamento del Chocó donde la parte actora –adujo- que el citado ente territorial “como consecuencia de la labor desarrollada, como docentes al servicio del Departamento del Chocó se les adeuda por concepto del mes de septiembre y sus respectivas primas” acreencia debidamente certificada –según su dicho- por el Tesorero Pagador quien “dentro de sus funciones como pagador está la de expedir certificaciones de retención en la fuente y de los salarios de empleados del Fondo de Educación Regional FER hoy Sistema General de Participaciones” (fl. 12 c.a.), con fundamento en ello solicito “librar mandamiento de pago en contra de las entidades demandadas” por la suma de $16.811.529 “por valor del capital referido en certificación firmada por el pagador del departamento. Los intereses legales y moratorios desde que se hizo exigible la obligación hasta que se haga efectiva la misma. Las costas y costos del proceso”.

Así las cosas, el inculpado –por auto del 3 de mayo de 2006- (fl.25 c.a.) reconoció personería jurídica a la apoderada de los demandantes y dispuso que “el ejecutante en este proceso preste el juramento de rigor ordenado en el artículo 101 del C.P.T.”, ritualidad que se cumplió el 8 de mayo siguiente (fl.26 c.a.), en consecuencia a través de providencia del 12 de junio de 2006 (fl. 27 c.a.), se dispuso “librar mandamiento de pago…por la suma de…$11.826.961…correspondiente al retroactivo de 2003, más los intereses moratorios desde que se hizo exigible la obligación hasta el pago total” (fl.28 c.a.) y en consecuencia decreto “el embargo y retención de las cuentas 57833738-8 DENOMINADA SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES DEL DEPARTAMENTO DEL CHOCÓ EN EL BANCO DE BOGOTÁ, 3303001725-6 DENOMINADA SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES DEL BANCO AGRARIO Y 380-01148-6 DENOMINADA SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES DEL BANCO POPULAR, hasta por la suma de…$17.740.441” (fl.28 c.a.), para lo cual de ordenó librar los oficios correspondientes, mismos que se emitieron el 29 de junio siguiente (cfr. fls. 29 a 35).

El apoderado judicial del Departamento (fl.38) alegó que las nóminas y los certificados expedidos por el Rector del plantel educativo al cual pertenecen los ejecutantes, no pueden servir de soporte para solicitar el pago de las obligaciones, pues no reúnen los requisitos establecidos en el artículo 100 del C.S.T. e igualmente –alegó- que en aplicación a lo dispuesto en el numeral 13º del artículo 58 de la Ley 550 de 1999 –en concordancia con la sentencia C-493/02- las cuentas del sistema general de participación, son inembargables y no se puede dar aplicación a otras normas, puesto que la citada disposición “blinda de manera especial a los entes territoriales con el fin de que los acreedores reciban el pago conforme a lo estipulado en el acuerdo y el ente territorial en tales circunstancias mejore sus finanzas para el cumplimiento de los fines sociales”.

Cito las sentencia C-519/02 y C-690/02 y culminó sosteniendo la inembargabilidad de los recursos del sistema general de participaciones conforme lo dispone la Ley 715 de 2001 “en concordancia con lo dispuesto en sentencia C-192/05…he de manifestarle que los recursos del Sistema General de Participación revisten del calificativo de ser inembargables”.
Posteriormente –a través de auto del 30 de agosto de 2006- (fl.50 c.a.) se ordenó la liquidación del crédito, mismo del cual se corrió traslado a las partes (fl.55 c.a.) y se fijó –el 28 de septiembre del citado año- como fecha para realizar la audiencia de excepciones previas, sin que los argumentos expuestos por la ejecutada fueran atendidos por el inculpado y en tal virtud se determinó “declarar no probadas las excepciones propuestas por el ejecutado dentro del proceso” e igualmente “abstenerse de levantar la medida de embargo decretada en este asunto” (fl.58 c.a.) y aprobar la liquidación.

Así las cosas a través de auto del 3 de octubre de 2006 (fl.61 c.a.) se fijaron las agencias en derecho y se adicionó la medida de embargo en la suma de $6.397.140,77, determinación que fue comunicada a los bancos atras referidos (fl. 63 a 69 c.a.) y el 12 de septiembre de la referida anualidad (fl.69) se entregó el título de depósito judicial a la apoderada de los ejecutantes y ante la constancia secretarial donde se hace saber que la parte ejecutante ha manifestado el pago total de la obligación, a través de auto del 8 de febrero de 2007 (fl.73 c.a.) se declaró “terminado definitivamente el presente proceso por pago total de la obligación. En consecuencia se ordena el levantamiento de las medidas cautelares” (s.f.t.).

Siendo estos los presupuestos fácticos sobre los cuales se edifica la imputación, se procede al estudio de la presunta prescripción de la conducta reprochada.

4.- Análisis de la supuesta prescripción alegada por el disciplinado.-

Aduce el encartado que “los títulos de depósitos judiciales con los cuales se verificó el pago total de la obligación fueron recibidos por apoderada demandante con 26 de octubre de 2006 y 14 de noviembre de 2006” luego a partir de ese momento debe computarse el término prescriptivo y al momento presente el Estado perdió la potestad para enjuiciar su proceder jurisdiccional.

Así las cosas, para atender la petición del inculpado debe tenerse en cuenta que de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 30 de la Ley 734 de 2002, “La acción disciplinaria prescribe en cinco años, contados para las faltas instantáneas desde el día de su consumación y para las de carácter permanente o continuado desde la realización del último acto…”. 

En efecto dicha disposición debe entenderse de cara a los deberes funcionales impuestos a los administradores de justicia, integración conceptual desde la cual se considera que el término prescriptivo, se contabiliza –para este caso concreto- hasta el momento mismo que el inculpado tenía la capacidad funcional de restablecer jurídicamente la situación generadora del reproche disciplinario y en tal virtud -para esta Sala Dual- dicha posibilidad se extiende hasta el día que ordenó el levantamiento de las medidas cautelares, esto es el 8 de febrero de 2007, por tanto a la fecha no ha trascurrido el tiempo exigido por la citada norma para que se configure el fenómeno prescriptivo reclamado por el sancionado y en tal virtud el Estado no ha perdido su potestad jurisdiccional para censurar la conducta del funcionario judicial pluricitado.

En otras palabras, fue en la referida fecha que se profirió la providencia donde se restablecieron los derechos de la entidad territorial y durante el lapso que duro el proceso ejecutivo, se afectó la posibilidad de disponer recursos del sistema general de participaciones, por tanto no puede considerarse que el término prescriptivo comienza a contabilizarse a partir del momento de entrega de los títulos de depósito judicial a la parte ejecutante, pues vale recordar que al derecho disciplinario le interesa la lesión de los deberes funcionales por parte de los operadores judiciales y el tiempo de duración que estos se prolongan en el tiempo.

5.- Violación de términos de indagación preliminar.-

Otra supuesta trasgresión al debido proceso –sin que la alegue como nulidad, pero al ser parte de la impugnación merece un análisis del juez disciplinario- el inculpado la hace depender del hecho que “en el caso concreto se observa que con fecha 23 de julio de 2007 se dispuso la apertura de indagación preliminar, trascurrieron 3 años y dos meses para que mediante providencia del 8 de julio de 2010 se ordenara la apertura formal de la investigación disciplinaria, lo cual excede a todas luces el término perentorio de 6 meses que establece el artículo 141 de la Ley 200 de 1995 y el artículo 150 de la Ley 734 de 2002”, situación objetiva que debe ser analizada a la luz de lo dispuesto por la jurisprudencia constitucional, pues no puede desconocerse -por parte de esta Sala Dual- la duración prolongada de dicho tramo procesal, pero debe analizarse sí el mismo configura lesión a las garantías procesales del sancionado.

Al efecto se acude a lo dispuesto por la Corte Constitucional en la sentencia SU-901/05, donde el citado Tribunal expuso razonamientos desde los cuales considera que de ocurrir dicha situación, no se está –per se- ante una trasgresión de derechos fundamentales.

“4.  Violación del término de duración de la indagación preliminar

(…) 

54.  En cuanto a este punto hay que indicar que la justicia debe administrarse dentro de términos razonables.  Con razón se ha dicho que una justicia morosa es denegación de justicia.  Así como el derecho a la vida no puede desprenderse de la dignidad humana, en tanto que la Carta Política reconoce y protege la vida en condiciones de dignidad; así también el derecho a la justicia no puede concebirse sin desprenderse de la prontitud, pues el Texto Fundamental toma partido por una justicia pronta y cumplida.  Como lo ha expuesto esta Corporación,  “La consagración de los términos judiciales por el legislador y la perentoria exigencia de su cumplimiento, tienen íntima relación con el núcleo esencial del derecho al acceso a la justicia y al debido proceso, pues la indeterminación de los términos para adelantar las actuaciones procesales o el incumplimiento de éstos por las autoridades judiciales, puede configurar una denegación de justicia o una dilación indebida e injustificada del proceso, ambas proscritas por el Constituyente”.  (Sentencia C-4516-93, M.P. Antonio Barrera Carbonell).

De allí que las modernas Constituciones consagren referencias expresas al plazo razonable que debe regir la administración de justicia, que los estatutos procesales fijen hoy términos específicos dentro de los cuales deben cumplirse las distintas actuaciones y que los tribunales constitucionales y los organismos internacionales de derechos humanos hayan hecho énfasis en el compromiso de la responsabilidad de los estados cuando de manera injustificada se desconoce el deber de fijar o respetar los plazos indicados en la ley para la administración de justicia.

55.  En nuestro país la Carta Política contiene una referencia expresa al plazo razonable en cuanto, en el artículo 29, consagra el derecho a “un debido proceso público sin dilaciones injustificadas”.  Partiendo de esa norma, la legislación procesal penal y disciplinaria ha previsto términos preclusivos para las distintas etapas procesales, pues es evidente que el poder punitivo del estado no puede ejercerse de manera indefinida sino en términos preestablecidos.  De allí, por ejemplo, que en el Decreto 2700 de 1991 y en la Ley 600 de 2002 se hayan fijado términos preclusivos para la realización de la investigación previa y que en el artículo 141 de la Ley 200 de 1995 y en el artículo 150 de la Ley 734 de 2002 se haya fijado un término de seis meses para que se adelante la indagación preliminar en los procesos disciplinarios.

Por otra parte, dado el deber en que se halla el legislador de respetar la exigencia constitucional de que los procesos se adelanten sin dilaciones injustificadas, esta Corporación ha planteado, por ejemplo, que la inexistencia de términos para la realización de la investigación previa constituye una vulneración al debido proceso  (Sentencias C-412-93, M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz y C-036-2003, M. P. Alfredo Beltrán Sierra) y que es posible que “se presenten situaciones en las que el lapso de seis meses no sea suficiente para determinar la ocurrencia de la falta disciplinaria o individualizar al servidor público que hubiere intervenido en ella”, pero que  “en estos casos habrá de respetarse la voluntad del legislador de darle prevalencia al derecho del encartado de no permanecer sub judice y a su objetivo de que se resuelvan con rapidez las dudas disciplinarias que puedan surgir, incluso en desmedro de la aspiración de (sic)  que se haga justicia en todas las ocasiones”  (Sentencia C-728, 00 M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz).

56.  Ahora bien, en consideración a la presunta vulneración de derechos fundamentales que aquí se considera, la Corte debe determinar qué consecuencias sobrevienen al incumplimiento del término de indagación preliminar en materia disciplinaria.  

A este respecto hay que indicar que la misma legislación aporta elementos de juicio para tal consideración.  Por una parte, el artículo 4 de la Ley 270 de 1996, tras consagrar el principio de celeridad al que debe atenerse la administración de justicia, dispone que la violación de los términos procesales constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. Y, por otra parte, el artículo 141 de la Ley 200 de 1995, aplicable al proceso disciplinario que ocupa la atención de la Corte, disponía que  “Cuando proceda la indagación preliminar no podrá prolongarse por más de seis  (6)  meses.|| La indagación preliminar no podrá extenderse a hechos distintos del que fue objeto de denuncia, queja o iniciación oficiosa y los que le sean conexos; al vencimiento de este término perentorio el funcionario sólo podrá, o abrir investigación o archivar definitivamente el expediente”.  Finalmente, ya se vio cómo la jurisprudencia constitucional había considerado que, vencido el término de indagación previa, se debían resolver  “con rapidez las dudas disciplinarias que puedan surgir, incluso en desmedro de la aspiración de que se haga justicia en todas las ocasiones”.

De lo expuesto se infiere que el incumplimiento del término de indagación previa no conduce a que el órgano de control disciplinario incurra automáticamente en una grave afectación de garantías constitucionales y a que como consecuencia de ésta toda la actuación cumplida carezca de validez.  Esto es así en cuanto, frente a cada caso, debe determinarse el motivo por el cual ese término legal se desconoció, si tras el vencimiento de ese término hubo lugar o no a actuación investigativa y si ésta resultó relevante en el curso del proceso.  Es decir, del sólo hecho que un término procesal se inobserve, no se sigue, fatalmente, la conculcación de los derechos fundamentales de los administrados pues tal punto de vista conduciría al archivo inexorable de las investigaciones por vencimiento de términos y esto implicaría un sacrificio irrazonable de la justicia como valor superior y como principio constitucional. De allí que la afirmación que se hace en el sentido que se violaron derechos fundamentales por la inobservancia de un término procesal no deba ser consecuencia de una inferencia inmediata y mecánica, sino fruto de un esfuerzo en el que se valoren múltiples circunstancias relacionadas con el caso de que se trate, tales como la índole de los hechos investigados, las personas involucradas, la naturaleza de las pruebas, la actuación cumplida tras el vencimiento del término y la incidencia de tal actuación en lo que es materia de investigación” (s.f.t.).

En efecto, en el caso sometido a consideración, la Sala Dual advierte que si bien el término de duración de la indagación preliminar se inobservó, también es cierto que de tal hecho no se derivó vulneración alguna de los derechos fundamentales del disciplinado, ni tampoco afección de sus garantías constitucionales de índole procesal;  ello es sí en tanto que tras el vencimiento de ese término se continúo tramitando la investigación disciplinaria con observancia plena de derechos y propiciando la participación del encartado en las diferentes etapas surtidas al interior de la misma, por tanto no puede afirmar lesión al sistema de protecciones establecidas en la Constitución y la Ley disciplinaria. 

Claro, este proceder de la Sala de instancia no es -ni mucho menos deseable- pues por el contrario, se trata de un comportamiento que podría lindar en la responsabilidad disciplinaria, por cuanto toda persona investigada tiene derecho a que las decisiones procedentes se adopten dentro de los plazos legalmente establecidos, pero en el presente se observa que el proceso contó con un constante impulso y la dilación en los términos acaeció como consecuencia misma de la dinámica del proceso.

No obstante, como tras el vencimiento del término de indagación preliminar no se cumplió ninguna actuación adicional como quiera que sólo hubo lugar a la apertura de investigación que se dispuso en cumplimiento de lo ordenado por esta Superioridad al revocar el auto dictado por el juez disciplinario de primer grado, por tanto no concurren razones para inferir una manifiesta irregularidad lesiva de derechos fundamentales que ha de conducir a la anulación del proceso y de las sanciones en él impuestas, sin que pueda en tal sentido provocar –sin que explícitamente lo solicite- la nulidad de lo actuado.

6.- Análisis de la responsabilidad del implicado en relación con uno de los cargos imputados en la sentencia de primer grado, concretamente lo referido a validez del título base de recaudo ejecutivo.-

El inculpado en su escrito de impugnación, alegó que el título tenido en cuenta como base de recaudo ejecutivo “lo constituyó la certificación expedida por el señor RODOLFO MURILLO GUZMÁN, Tesorero Pagador de la entidad, con funciones delegadas expresamente por el señor Gobernador para expedir dichos documentos, tal como consta a folios 1 a 22 del expediente del proceso ejecutivo”, razonar a partir del cual ataca el reproche levantado en su contra por considerar el juez disciplinario que tal sustento documental, no reúne los requisitos establecidos en los artículos 448 del C.P.C y 100 del C.P.T. y en tal virtud se dictó una orden de embargo carente de soportes jurídicos.

A efecto de analizar la anotada situación, esta Sala parte de la respuesta dada por el doctor JULIO IBARGUEN MOSQUERA quien en su condición de Gobernador del Departamento del Choco (fl.16 c.a.) certificó que “las constancias expedidas por el señor Tesorero – Pagador del Departamento no requieren ser avaladas por el suscrito en mi calidad de Representante Legal, basta con la firma del referido funcionario para su validez, toda vez que es él el competente para otorgar esa clase de constancias”.
Por lo anotado carece de soporte jurídico lo alegado por el encartado, pues al revisar la documentación anexada como soporte a la demanda ejecutiva, se observa que la –supuesta- deuda que pesa sobre el ente territorial a favor de los ejecutantes, se hizo depender de la certificación expedida por el señor ALBERTO RODRÍGUEZ M., quien aduce la condición de RECTOR DE LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA “HERÁCLITO LARA ARROYO” (fl.15 c.a.), pese a que en el texto de la demanda y en las decisiones adoptadas por el encartado, se afirme –sin soporte documental alguno- que la misma se encuentra suscrita por el Tesorero-Pagador del Departamento, situación que no se encuentra acorde con la documental que milita en el proceso de marras.

En tal virtud, la Sala Dual no discute lo expresado por el Gobernador en la referida comunicación, pues debe aceptar –bajo presupuesto de la buena fe constitucional- que la estructura administrativa del Departamento permite tal delegación de funciones, pero debe puntualizar que este no es el punto de debate que convocan la atención de la Sala, pues al estar alejada la estrategia defensiva de la realidad documental, basta concluir que una mera constancia firmada por el Rector del referido plantel educativo, no puede catalogarse como un título de ejecución que se ajuste a las exigencias jurídicas establecidas en los artículos 448 del C.P.C.  y 100 del C.P.T., por tanto se debe confirmar la responsabilidad del encartado en cuanto hace relación a este punto, más cuando como operador jurisdiccional le correspondía efectuar un control de legalidad sobre la validez de los documentos aportados por la parte ejecutante como soporte a la obligación que perseguía por vía judicial. 
7.- Análisis relacionado con los límites conceptuales  a la autonomía funcional.- 

Sabido es que el Estado de Derecho funda su legitimidad en el principio político de “racionalidad formal” o “legal racional” en la acertada caracterización weberiana
, lo cual apareja la necesaria “despersonificación del poder” garantía que se alcanza a través de la consagración del principio constitucional de la división del poderes, conforme al cual las autoridades públicas sólo pueden ejercer aquellas funciones que el derecho les autoriza realizar de manera expresa descartando de plano las denominadas “competencias implícitas”, puesto que toda facultad estatal debe ser definida de forma expresa en el texto mismo de las normas jurídicas, garantía de orden formal/sustancial que la Constitución Política de 1991, consagró en su artículo 121 donde estableció que “ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que atribuyen la Constitución y la Ley”.
El análisis político del principio de la división de poderes, apareja la necesidad de definir la posición real de los jueces al interior del campo estatal, pues en últimas la movilidad funcional de los operadores judiciales, se determina a partir del horizonte de acción que se alcance en relación con las otras instituciones del Estado, lo anterior bajo el entendido que tal como lo advirtió el constitucionalismo norteamericano en El Federalista (LXXVIII) “quien considere con atención los distintos departamentos del poder, percibirá que en un gobierno en que se encuentren separados, el judicial debido a la naturaleza de sus funciones, será siempre el menos peligroso para los derechos políticos de la Constitución, porque su situación le permitirá estorbarlos o perjudicarlos en menor grado que los otros poderes…el judicial…no influye ni sobre las armas, ni sobre el tesoro, no dirige la riqueza, ni la fuerza de  la sociedad y no puede tomar ninguna resolución activa. Puede decirse con verdad que no posee FUERZA ni VOLUNTAD, sino únicamente DISCERNIMIENTO y que ha de apoyarse en definitiva en la ayuda del brazo ejecutivo hasta para que tengan eficacia sus fallos”.

En otras palabras, interpretando este centenario documento que caracteriza el pensamiento constitucional de occidente debe concluirse que la autonomía funcional de los jueces –frente a las otras ramas del poder e igualmente ante los superiores funcionales- se convierte en garantía política a través de la cual pueden decidir los casos sometidos a su decisión alegados de los criterios coyunturales de las instancias políticas que se radican tanto en el ejecutivo como en el legislativo, fue por ello que en el documento constitucional antes citado se estableció que “[…] la independencia completa de los tribunales de justicia es particularmente esencial en una Constitución limitada…las limitaciones de esta índole solo pueden mantenerse en la práctica a través de tribunales de justicia, cuyo deber ha ser el declarar nulos todos los actos contrarios al sentido evidente de la Constitución”.
Por lo anotado y atendiendo las características propias de la rama judicial, su poder radica en la capacidad funcional de adoptar decisiones de forma autónoma, utilizando -como marco de validez de las mismas- el sistema jurídico, teniendo en cuenta que dentro del mismo, el peso más importante lo tiene la Constitución, la cual como “norma” (art. 4 de la C.P.) condiciona el contenido de las decisiones de inferior categoría al interior de la jerarquía descendente de las disposiciones jurídicas.

Pero sostener la anterior postura, no implica afirmar –en consecuencia- que a los jueces en el ejercicio de su autonomía funcional, les esté permitido rebasar el ámbito de movilidad discursiva que se construye desde la abstracción propia de los enunciados jurídicos y es por ello que no toda decisión judicial puede considerarse ajustada al imperio del derecho, por el simple hecho de provenir de un operador judicial y en tal sentido no puede aducir que ella se torna inatacable por estar revestida de tal garantía constitucional, toda vez que una situación son los juicios de razonabilidad interpretativa construidos a partir de tal prerrogativa y otra es la arbitrariedad de una providencia judicial por apartarse -en forma abierta- de los contenidos normativos que debe observar como deber todo operador judicial.

La Corte Constitucional sintetizó el anterior esquema conceptual en la sentencia T-1263/08 en los siguientes términos:

“Precisamente porque se reconoce la especialidad de la función judicial y la importancia que ella tiene para concretar los valores y principios que la Constitución proclama, los artículos 228 y 230 superiores consagraron la autonomía e independencia judicial como una garantía institucional que se debe preservar para efectos de articular correctamente el principio de separación de poderes. De este modo, es claro que a pesar de que el ejercicio judicial es reglado y está sometido al imperio de la ley y la Constitución, también es evidente que la norma superior reconoció que existen situaciones en las que el juez debe gozar de un margen de discrecionalidad importante para apreciar el derecho aplicable al caso, para lo cual debe ser independiente y autónomo (s.f.t.).

Pero, incluso, también como una forma de garantizar la efectiva concreción del Estado Social de Derecho, el Constituyente consideró importante preservar y promover el principio de separación de jurisdicciones en aras de garantizar la especialidad y la solvencia en los distintos temas que se someten al análisis judicial. Por esa razón, el Título VIII de la Constitución organizó a la Rama Judicial en jurisdicciones y, en su cúpula, señaló a la Corte Suprema de Justicia en la jurisdicción ordinaria, al Consejo de Estado en la jurisdicción contencioso administrativa, a la Corte Constitucional en la jurisdicción constitucional, a las autoridades indígenas y a los jueces de paz en las jurisdicciones especiales.

Puede concluirse, entonces, que un juez competente para resolver una controversia sometida a su decisión es libre y autónomo para aplicar la Constitución y la ley, pero bajo ningún punto lo será para apartarse de ellas ni para aplicar reglas que no se deriven de las mismas. De hecho, no hay más riesgo de socavar un Estado Social de Derecho que un juez arbitrario, por lo que también deberá existir un instrumento judicial idóneo para combatir la arbitrariedad, imponer la aplicación de la Constitución y restablecer los derechos afectados (s.f.t.).
8. De este modo, para efectos de armonizar las garantías constitucionales a la autonomía e independencia judicial, eficacia de los derechos fundamentales y supremacía constitucional, que resultan tan importantes para la estructura del Estado Social de Derecho, sin que se sacrifiquen unas a costa de las otras, la jurisprudencia constitucional ha señalado algunas premisas con base en las cuales debe analizarse la procedencia de la acción de tutela contra sentencias cuando se reprochan interpretaciones judiciales, a saber: i) el juez constitucional no puede suplantar al juez ordinario; ii) el juez de conocimiento tiene amplia libertad interpretativa en materia de valoración probatoria (artículo 187 del Código de Procedimiento Civil) y en el análisis y determinación de los efectos de las normas jurídicas aplicables al caso concreto
; iii) la discrecionalidad judicial nunca puede confundirse con la arbitrariedad judicial y, iv) las interpretaciones razonables y proporcionadas del juez de conocimiento deben primar sobre las que consideraría viables el juez de tutela
.

De otra parte en la sentencia T-302/06, la Corte Constitucional precisó que si bien es cierto existe un amplio margen de discrecionalidad para interpretar el derecho, tal facultad no se hace extensiva para amparar juicios hermenéuticos que se encuentran distantes de los criterios de razonabilidad y la ponderación debida al momento de concederle sentido a las formas jurídicas, tal fue su postura jurisprudencial:

“[…] la Corte ha precisado que la autonomía e independencia propias del ejercicio de la actividad judicial, como manifestación de la facultad que tiene el operador jurídico para interpretar las normas legales, no es absoluta. Por el contrario, encuentra límites en el orden jurídico y en la propia institucionalidad, de lo que se sigue que el ejercicio de la función de administrar justicia debe realizarse con sujeción a los principios consagrados en la Constitución Política, de tal suerte que se garantice a los asociados la convivencia, el trabajo, la igualdad, la libertad, la justicia y la paz, y se coadyuve en la consecución del propósito Superior de asegurar un orden político, económico y social justo. En este sentido ha sostenido esta Corporación:

"[L]os mandatos contenidos en los artículos 228 y 230 del Estatuto Superior, en los que se dispone que la administración de justicia es autónoma y que los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la Ley, deben ser armonizados y conciliados con el artículo 1° de la Carta que propugna por la promoción y protección de la dignidad humana, con el artículo 2° del mismo ordenamiento que le impone a todos los órganos del Estado, incluidas las autoridades judiciales, la obligación de garantizar los derechos, deberes y libertadas de todas las personas residentes en Colombia, y con el artículo 13 Superior que consagra, entre los presupuestos de aplicación material del derecho a la igualdad, la igualdad frente a la Ley y la igualdad de protección y trato por parte de las autoridades públicas"
.

Por tanto, si bien es cierto que al juez de conocimiento le compete fijar el alcance de la norma que aplica, no puede hacerlo en contravía de los valores, principios y derechos constitucionales, de manera que, debiendo seleccionar entre dos o más entendimientos posibles, debe forzosamente acoger aquél que en todo se ajuste a la Carta política. De esta manera, la autonomía y libertad que se le reconoce a los funcionarios judiciales no comprende, en ningún caso, aquellas manifestaciones de autoridad que supongan un desconocimiento de los derechos fundamentales de las personas. Así lo ha precisado esta Corporación:
"Si bien los jueces cuentan con márgenes interpretativos, pudiendo escoger entre distintas opciones la que consideren más ajustada a derecho, los distintos ordenamientos jurídicos establecen límites que no pueden traspasar so pena de que sus actuaciones no sean tenidas como válidas. Por ello, puede afirmarse que si por un lado la razonabilidad en la interpretación de cuerpos normativos está ampliamente aceptada e incluso estimulada, por el otro, la arbitrariedad judicial es rotundamente negada. Tanto es así que han sido diseñados mecanismos de defensa a fin de corregir los yerros protuberantes y las actuaciones u omisiones arbitrarias de los jueces al momento de interpretar las Leyes. Pero en ciertas ocasiones los mecanismos de defensa regulares pueden no ser eficaces para terminar con la vulneración o conjurar la amenaza de los derechos fundamentales en juego y, por ello, se han estimado pertinentes los recursos judiciales especiales. Es en ese sentido en el que se ha pronunciado la Corte Constitucional colombiana al establecer que la acción de amparo resulta procedente cuando no exista otro medio judicial de defensa o cuando existiendo éste, su eficacia sea realmente restringida en el caso concreto"
.

Así las cosas, bajo el anterior panorama conceptual debe la Sala analizar si las decisiones adoptadas por el juez inculpado al interior del proceso ejecutivo laboral No. 2006-00125, se pueden tildar como expresión sustancial de la autonomía funcional que ampara a los operadores judiciales o por el contrario carece de los soportes normativos necesarios que la revistan de validez jurídica y en consecuencia se ofrece como trasgresora de los deberes funcionales impuestos por la Ley Estatutaria de Administración de Justicia.

En efecto, conforme a los ejes conceptuales sobre los cuales se ha desplazado la presente investigación e igualmente de cara a la imputación normativa que orienta el presente recurso de apelación y ante la responsabilidad analizada en precedencia, el debate gira en torno a determinar la validez normativa del embargo decretado sobre las cuentas en las cuales el ente territorial demandado maneja los recursos del sistema general de participaciones, pese a encontrarse en aplicación de las reglas de reestructuración de pasivos, toda vez que el inculpado aduce la procedencia de tal determinación atendiendo lo reglado en el numeral 9º del artículo 34 de la Ley 550 de 1999
, por su parte el juez disciplinario estima que el decreto de tal medida provisional, no encuentra justificación a la luz de las normas imputadas, tópico que fue el planteado en el escrito de impugnación interpuesto contra la decisión sancionatoria de primera instancia y que condiciona la competencia de esta Sala a efecto de desatar el recurso de apelación, conforme lo dispone el artículo 171 de la Ley 734 de 2002.

Bajo tal parámetro conceptual, procede la Sala Dual a identificar los argumentos a partir de los cuales debe afirmar que el razonar expuesto por el encartado no tiene cabida a efecto de justificar su conducta procesal y para tal efecto divide este acápite en dos momentos, por tanto en el primero se estudia lo relacionado con la inembargabilidad de las citadas cuentas por estar el ente territorial bajo la vigencia del acuerdo de reestructuración de pasivos regulado en la Ley 550 de 1999 y como segundo aspecto aplicar los criterios de corrección formales al procedimiento de interpretación utilizado por él disciplinado para ordenar el encargo y desde ahí determinar la trasgresión grosera al sistema jurídico.

7.1.- Inembargabilidad de las cuentas que manejan recursos provenientes del Sistema General de Participaciones.-

A efecto de contextualizar el sentido integral de la regulación consagrada en la Ley 550 de 1999, impera recordar que dicha normatividad se expidió con la finalidad de establecer “un régimen que promueva y facilite la reactivación empresarial y la reestructuración de los entes territoriales para asegurar la función social de las empresas y lograr el desarrollo armónico de las regiones” en tal sentido –formalmente- se estructuró en el Título V una regulación especial para la reestructuración de pasivos de las entidades territoriales donde se encuentra lo determinado en el numeral 13º del artículo 58 del citado cuerpo normativo, la cual fue demandada y declarada exequible por la Corte Constitucional en la sentencia C-493/02
 donde precisó:

“Examen de constitucionalidad del numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 de 1999. 

4.  De una parte, los demandantes estiman que la norma acusada viola los artículos 2º, 13 y 58 de la Constitución en cuanto desprotege a las personas que tienen en los despachos judiciales créditos laborales o comerciales pendientes para ser cancelados por parte de las entidades territoriales. Por lo anterior, afirman que se crea una desigualdad jurídica y se genera una situación discriminatoria entre los funcionarios y los exfuncionarios territoriales ya que a los primeros se les cancela puntualmente sus salarios mientras que a los segundos se les restringe la opción de obtener embargos judiciales, con lo cual se atenta, así mismo, contra sus derechos laborales adquiridos.  

Sobre el particular, observa la Corte que el numeral 13 demandado debe integrarse con las demás normas del artículo 58 para apreciar su contenido, pues la lectura e interpretación aisladas descontextualizan su propósito en la medida en que aquél numeral hace parte de una serie de medidas integrales que apuntan a un interés común. 

En efecto, tal integración de la norma demandada con otras normas de la Ley 550 se evidencia desde la misma estructuración inicial del proyecto de ley, en donde se postula la improcedencia de los procesos de ejecución o embargo de activos del ente territorial como una norma especial para regular los acuerdos de reestructuración. En este sentido, en la exposición de motivos se señala que para la reactivación de las entidades territoriales se proponen algunas normas especiales, como las siguientes: a) Corresponderá el papel de promotor a quien designe el Ministerio de Hacienda; b) La celebración del acuerdo propenderá por la viabilidad del ente territorial; c) Serán ineficaces los actos o contratos que se celebren incumpliendo las reglas previstas en el acuerdo; d) Se podrá convenir la venta de activos que sean comercializables; e) La celebración y ejecución del acuerdo es un proyecto regional de inversión prioritario; f) El Ministerio de Hacienda determinará las operaciones que puede realizar la entidad territorial luego de la celebración del acuerdo, sin que se vulnere la autonomía constitucional, propendiendo por la continuación en la prestación de los servicios fundamentales; g) Dentro del proceso no procederán los procesos de ejecución o embargo de activos del ente territorial, y h) Las inscripciones legales se harán en el registro que lleve el Ministerio de Hacienda.

Es innegable, por lo tanto, que el numeral 13 adquiere sentido en el entorno creado por la Ley 550 para asumir la recuperación financiera de las entidades territoriales, que les permita atender eficientemente las funciones y servicios a su cargo, con el propósito de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes y de promover el desarrollo armónico de las regiones.
 

Así, el artículo 58 de la Ley 550 de 1999 desarrolla la figura según la cual los acuerdos de reestructuración serán aplicables a las entidades territoriales. En este sentido, el artículo 58 es preciso al señalar que “las disposiciones sobre acuerdos de reestructuración e instrumentos de intervención a que hace referencia esta ley serán igualmente aplicables a las entidades territoriales, tanto en su sector central como descentralizado, con el fin de asegurar la prestación de los servicios a cargo de las mismas y el desarrollo de las regiones, teniendo en cuenta la naturaleza y las características de tales entidades, de conformidad con las siguientes reglas especiales”. Para ello dispone de algunas reglas especiales dentro de las cuales está la contenida en el numeral 13, objeto de la acción de inconstitucionalidad que ahora se analiza y en el cual toma las siguientes determinaciones para ser tenidas en cuenta durante la negociación y ejecución del acuerdo de reestructuración que celebren las entidades territoriales: 1ª) se suspende el término de prescripción y no opera la caducidad de las acciones respecto de los créditos a cargo de la entidad territorial; 2ª) no habrá lugar a la iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y recursos de la entidad, y 3ª) de hallarse en curso tales procesos o embargos, se suspenderán de pleno derecho. 

Así las cosas, el acuerdo de reestructuración se constituye en un mecanismo temporal de organización financiera, administrativa y contable para las entidades territoriales, que les permita tomar las medidas conducentes a su recuperación y viabilidad institucional. Con esta orientación, el numeral 3 del artículo 58 de la Ley 550 dispone que “En el acuerdo de reestructuración se establecerán las reglas que debe aplicar la entidad territorial para su manejo financiero o para la realización de las demás actividades administrativas que tengan implicaciones financieras”.

Por su parte, el numeral 5 del artículo 58 prescribe que “La venta de activos de propiedad de las entidades estatales que se disponga en virtud del acuerdo de reestructuración se podrá realizar a través de mecanismos  de mercado. El producto de esta enajenación se aplicará en primer lugar a la financiación del saneamiento fiscal de la entidad territorial, amortización de deuda pública si en el acuerdo se ha establecido y a provisión del Fondo de Pensiones”.  

En el mismo sentido, el numeral 7 establece el orden de prioridad para realizar los gastos corrientes de la entidad territorial, conforme con los montos que para el efecto se prevean en el mismo acuerdo, en donde se aprecia que los créditos de los extrabajadores no están desprotegidos ni son desconocidos por la Ley 550 pues precisamente son las obligaciones referentes a las mesadas pensionales las que están en el primer orden de prioridad de gastos. Los demás créditos de los extrabajadores están igualmente clasificados con la denominación “financiación del déficit de vigencias anteriores”, los cuales serán atendidos en el orden que corresponda, en consideración a la clasificación dada por el legislador.
  

Adicionalmente, el numeral 8 del mismo artículo establece que la celebración o ejecución de un acuerdo de reestructuración constituye un proyecto regional de inversión prioritario, con lo cual se resalta el carácter de interés general de las medidas que se adoptan.  

5.  Como se señala en la exposición de motivos, es imprescindible vincular igualmente a las entidades territoriales en la configuración de estrategias para afrontar la crisis y lograr la recuperación económica. Y es que el Estado social de derecho no podrá cumplir sus fines esenciales de estar al servicio de la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación ni asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo (CP, art. 2º), si uno de sus componentes básicos, las entidades territoriales, no están en condiciones para cumplir las funciones y servicios que les corresponde, pues al ser éstas las encargadas, por principio, de garantizar en nombre del Estado la atención de las necesidades básicas de la población, deberá necesariamente acudirse en su recuperación cuando las circunstancias así lo exijan. Este es precisamente el papel que juega la Ley 550: la recuperación financiera de las entidades territoriales que se encuentren en serias dificultades para atender sus obligaciones con la población y con sus acreedores (s.f.t.). 

El acuerdo de reestructuración no constituye entonces una forma de extinción de las obligaciones y créditos a cargo de las entidades territoriales que acudan a él. Por el contrario, su pretensión es la de recuperar la entidad y organizar el pago de las obligaciones con sus acreedores
(s.f.t.). 

Por lo tanto, no puede simplificarse el alcance de la norma demandada para afirmar que con ella lo que se hace es vulnerar los derechos de los extrabajadores de las entidades territoriales al no permitir la iniciación de procesos de ejecución ni de embargos de los activos y recursos de la entidad, con la consecuente suspensión de los términos de prescripción y la orden para que no opere la caducidad de las acciones respecto de los créditos a cargo del departamento, distrito o municipio, porque se genera una situación de desigualdad injustificada frente a los empleados activos, quienes sí perciben puntualmente su remuneración. 

Nada más alejado de la finalidad de la norma demandada y de la realidad administrativa territorial por cuanto, contrario a lo afirmado por los actores, las entidades territoriales que celebren los acuerdos de reestructuración son precisamente aquéllas que no están en condiciones de atender sus obligaciones con ningún acreedor en particular ni tampoco de efectuar el pago oportuno de los salarios a sus empleados, pues su crítica situación financiera y de déficit fiscal no les permite ningún margen de maniobra.
 

Así entonces, las medidas del numeral 13 en referencia, es decir, la suspensión de términos de prescripción, la no operancia de la caducidad de las acciones respecto de los créditos a cargo de la entidad territorial, la no iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y recursos de la entidad, y la suspensión de tales procesos o embargos, lejos de configurar la vulneración del derecho a la igualdad, el incumplimiento de las obligaciones del Estado y el desconocimiento de derechos adquiridos de los extrabajadores, son medidas razonables y proporcionadas, coherentes con la finalidad de la Ley 550 y con la necesidad de recuperación institucional de las entidades territoriales, encargadas de garantizar la atención de las necesidades básicas de la población. Además, estas medidas no constituyen una forma de extinción de las obligaciones a cargo de los departamentos, distritos y municipios sino un mecanismo para poder cumplir con ellas, en la medida en que se recupere la capacidad de gestión administrativa y financiera de la respectiva entidad territorial. De esta forma, considera la Corte que el legislador atiende adecuadamente la tensión que pudiese existir entre la prevalencia del interés general y los derechos que asisten a los acreedores del respectivo ente seccional o local que, en aplicación de la Ley 550, acude a un acuerdo de reestructuración (s.f.t.). 

6.  De otra parte, con la norma acusada tampoco se vulnera el derecho de acceso a la administración de justicia para el caso específico de los extrabajadores acreedores de las entidades territoriales que celebren el acuerdo de reestructuración, pues ellos disponen de la oportunidad y del escenario garantizado por la Ley 550 para ver atendidos sus créditos. “Así las cosas, resulta adecuada esta concepción no judicial del denominado ‘acuerdo de reestructuración’, el cual se negocia dentro de un marco legal debidamente divulgado, con un plazo definido, y que reserva entonces al juez para que intervenga cuando realmente se requiere, esto es, cuando se presentan controversias acerca de la eficacia del acuerdo celebrado, o de algunas de sus cláusulas, respecto del incumplimiento o sobre eventuales acciones revocatorias o de simulación de determinados actos del empresario (...).  El acuerdo que se celebre de conformidad con la ley vincula al empresario y a todos sus acreedores, y surte efectos legales por el hecho de su celebración, sin necesidad de aprobación judicial alguna”.
 En este sentido, la norma demandada armoniza igualmente con lo dispuesto en los numerales 10, 11 y 15 del artículo 58 de la Ley 550.
 

7.  Por lo anterior, para evitar otorgar alcances legislativos diferentes al numeral 13 acusado, hay que armonizarlo con las demás reglas de derecho consagradas en el artículo 58 de la Ley 550. A partir de esta integración se aprecia que la norma demandada, por sí, no desprotege a las personas que tienen créditos pendientes, en tanto en este artículo existe otro numeral que establece un orden de prelación para realizar los pagos a cargo de las entidades territoriales que celebren un acuerdo de reestructuración y uno más que condiciona el destino de los recursos que perciba la entidad. Tampoco consagra el numeral 13 que a los exempleados se les desconozca el pago de sus acreencias pues, según el numeral 7, son los pensionados los primeros en el orden de prelación de pagos y los demás acreedores laborales también están allí debidamente clasificados. Por lo tanto, no es acertado afirmar que se vulnera el derecho a la igualdad o se desconocen los derechos laborales adquiridos porque a los empleados se les paga puntualmente y a los exempleados no, pues las entidades territoriales que celebran estos acuerdos son aquellas que en general no tienen capacidad de pago a ninguno de sus acreedores, sean ellos empleados, exempleados u otros acreedores (s.f.t.). 

De otra parte atendiendo el marco normativo imputado, se tiene que de cara a la cuenta bancaria embargada por el juez, se le imputó como lesionado el artículo 18 de la Ley 715 de 2001 donde se establece que los recursos provenientes del Sistema General de Participaciones “no podrán ser objeto de embargo, pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición financiera”, norma que fue declarada constitucional de manera condicionada en la sentencia C-793/02, donde concluyó previo el análisis sistemático de las normas que regulan la materia que:

“6. […] la Corte ha sostenido que el principio de la inembargabilidad tiene sustento constitucional en la protección de los recursos y bienes del Estado y en la facultad de administración y manejo que a éste compete, lo cual le permite asegurar la consecución de los fines de interés general, hacer efectivos materialmente los derechos fundamentales y, en general, cumplir los diferentes cometidos estatales.
 

El principio de inembargabilidad aparece consagrado formalmente en el artículo 63 de la Constitución en los siguientes términos: 

Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la Ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables.

Según este precepto, la Constitución señala, con carácter indicativo, algunos de los bienes inembargables y asigna a la ley la determinación de "los demás bienes" que no serán sometidos a medidas ejecutivas de embargo y secuestro cuando se adelante proceso de ejecución contra entidades y organismos estatales.
 

Por ende, al establecer en el artículo 19 del Estatuto Orgánico del Presupuesto que “las cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución Política” son inembargables, debe entenderse que esta norma ha sido expedida en desarrollo de la atribución dada por el artículo 63 Superior. En el mismo sentido, el artículo 684 del Código de Procedimiento Civil contempla, por vía enumerativa, catorce hipótesis de inembargabilidad y advierte que la lista se adopta con carácter adicional a la relación de “los bienes inembargables, de conformidad con leyes especiales”.    

7.  De acuerdo con lo expuesto, la norma acusada (art. 18 de la Ley 715), al disponer la inembargabilidad de los recursos que las entidades territoriales reciban del Sistema General de Participaciones con destino al sector educativo, constituye un desarrollo legislativo razonable del mandato contenido en el artículo 63 de la Constitución.  Esto es así en tanto la protección de los recursos del Sistema General de Participaciones destinados al sector educativo tiene como finalidad el cumplimiento de las funciones sectoriales a cargo de las entidades territoriales y, por ello, no pueden estar sujetos a la eventualidad de medidas cautelares que impidan la ejecución de los correspondientes planes y programas. 
 

Además de la finalidad de interés general involucrada en aquella medida del legislador, debe considerarse que el acreedor de las entidades mencionadas no queda desprotegido puesto que la inembargabilidad no se extiende a la totalidad de los bienes de las entidades territoriales, sino que tal forma de protección dada por la norma acusada se limita a los dineros del Sistema General de Participaciones. No puede desconocerse tampoco que el hecho de prohibir el embargo de determinados recursos no hace ilusorio el derecho a reclamar el pago, pues las obligaciones subsisten y el procedimiento de cobro puede llevarse a cabo aunque no sea procedente la medida cautelar.

(…) 

8.  De acuerdo con las precedentes consideraciones, se declarará la exequibilidad del aparte demandado del artículo 18 de la Ley 715, bajo el entendido que los créditos a cargo de las entidades territoriales por actividades propias del sector educación (L. 715, art. 15), bien sea que consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que señale la ley y que transcurrido el término para que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos del presupuesto –en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, sobre los recursos de la participación para educación del Sistema General de Participaciones-.

De similar manera y a efecto de cerrar la imputación enrostrada al disciplinado, se le reprochó la trasgresión de lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 91 de la Ley 715 de 2001 donde –de similar- manera se establece la inembargabilidad de los recursos provenientes del sistema general de participaciones cuando estableció que “por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, titularización u otra clase de disposición financiera”, regulación normativa que fue declarada constitucional condicionada en la sentencia C-566/03 bajo la siguiente consideración:

“Así las cosas, la Corte declarará la  exequibilidad  de la  expresión “estos recursos no pueden ser sujetos de embargo” contenida  en el primer inciso del artículo 91 de  Ley 715 de 2001, en el entendido que  los créditos  a cargo de las entidades territoriales  por actividades propias de cada uno de los sectores a los que se destinan los recursos del sistema general de participaciones (educativo, salud y propósito general), bien sea que consten  en sentencias o en otros títulos legalmente válidos  que contengan una obligación clara, expresa y actualmente exigible que emane del mismo título,  deben ser pagados mediante  el procedimiento que señale la ley y que transcurrido el término  para que ellos sean exigibles, es posible adelantar  ejecución, con embargo, en primer lugar, de los recursos del presupuesto destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esa clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, de los recursos  de la participación  respectiva, sin que puedan verse comprometidos los recursos de las demás participaciones”.
Así las cosas del estudio precedente, resulta imperativo extraer las siguientes conclusiones: 

(i).- La Ley 550 busca la recuperación financiera de las entidades territoriales que se encuentren en serias dificultades para atender sus obligaciones con la población y con sus acreedores; 

(ii).- El acuerdo de reestructuración no constituye entonces una forma de extinción de las obligaciones y créditos a cargo de las entidades territoriales que acudan a él. Por el contrario, su pretensión es la de recuperar la entidad y organizar el pago de las obligaciones con sus acreedores;

(iii).- La limitación jurídico de no iniciar procesos de ejecución, ni embargos de los activos imposibilidad son medidas razonables y proporcionadas, coherentes con la finalidad de la Ley 550 y con la necesidad de recuperación institucional de las entidades territoriales, encargadas de garantizar la atención de las necesidades básicas de la población, sin que constituyen una forma de extinción de las obligaciones a cargo de los departamentos, distritos y municipios sino un mecanismo para poder cumplir con ellas, en la medida en que se recupere la capacidad de gestión administrativa y financiera de la respectiva entidad territorial. 

(iv).- El numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 de 1991 debe interpretarse de manera sistemática y no aislada a efecto de darle sentido a la regulación ahí se establece.

(v).- Los recursos administrados en las cuentas donde se depositan los dineros provenientes del Sistema General de Participaciones destinados a cubrir el servicio de salud a cargo del Estado Social de Derecho, tal como lo dispone el contenido de la Ley 715 de 2001, son inembargables y sólo se admite la procedencia de medidas provisionales conforme a las reglas establecidas por la misma jurisprudencia constitucional.

7.2.- Corrección formal/sustancial a los criterios de interpretación usados como fundamento de la decisión adoptada por el juez inculpado.-

Tal como se anotó en precedencia, la independencia de las ramas del poder público en un marco de colaboración armónica existente entre ellas (art. 113 C.P.), se convierte en uno de los pilares fundantes del Estado Social de Derecho planteado en la Constitución Política y dentro de las consecuencias que irradia este postulado se encuentra el reconocimiento constitucional de la autonomía judicial (arts. 228 y 230 C.P.) principio que conforme a la jurisprudencia constitucional alcanza cómo dimensión
 la independencia de los operadores judiciales, lo cual traduce que la resolución de los asuntos de su competencia es ajena de presiones, insinuaciones, recomendaciones o exigencias de otras autoridades públicas, bajo el entendido que el ejercicio de la función de administrar justicia está sometida -única y exclusivamente- a las normas válidas de derecho y dentro de ellas debe dar prevalencia a la aplicación de las disposiciones contenidas en el texto constitucional.

En efecto de cara a lo alegado por el inculpado en el escrito de apelación e igualmente atendiendo la lógica conceptual propia desde la cual se desarrolló la investigación disciplinaria, se tiene que para la resolución de la materia sujeta a examen, resulta imprescindible analizar su situación a partir de los límites propios a la autonomía judicial, sin desconocer que aunque la Carta Política reconoce la independencia de los jueces, no por ello sus decisiones pueden desligarse de los principios y valores constitucionales, por tanto existen fronteras y/o límites que circunscriben la competencia hermenéutica de los operadores judiciales una de los cuales está constituida por la observancia de las reglas de validez de la labor interpretativa propia de la decisión judicial.

Por ello, el cumplimiento lógico de las reglas que definen los criterios de argumentación salvaguarda la independencia judicial siempre y cuando los mismos sean utilizados de manera correcta, lo anterior implica que toda interpretación que no sea conforme a la Constitución debe ser descartada por carecer de validez sustancial e igualmente –se reitera- que ante dos interpretaciones posibles de una norma, el juez debe inclinarse por aquella que en forma manifiesta resulte más adecuada a los mandatos superiores y optimice de manera eficaz sus contenidos.
Como consecuencia de lo anterior, se infiere que una interpretación que reconozca los contenidos constitucionales debe estar acorde con ciertas reglas de cuya comprobación se deriva la validez del ejercicio hermenéutico y desde ahí se descarta la ausencia de arbitrariedad
 en lo decidido y a partir de tal determinación calificar una decisión judicial como ajustada a derecho o por el contrario alejada de tales parámetros evento en el cual se justifica la imposición de sanción por parte del fallador disciplinario, por contrariar la misma el sistema jurídico.

En tal orden de ideas, se entiende que una decisión es razonable cuando las conclusiones resultantes de la interpretación del texto normativo legal son admisibles y demuestran cierto grado de corrección formal/sustancial, juicio que se verifica a través de su consonancia con el catálogo de principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, por lo tanto una decisión judicial es arbitraria, cuando la conclusión a la que llega el intérprete, no es lógicamente compatible con el contenido de la norma aplicada
 y es desde tal presupuesto que la actividad judicial debe demostrar -a través de una argumentación mínima y suficiente- que dicha conclusión puede imputarse razonablemente del texto jurídico utilizado como “premisa mayor”, por tanto en caso que esta situación no pueda verificarse, se está ante una ejercicio hermenéutico indebido que sólo pretende incluir en la decisión “las simples inclinaciones o prejuicios de quien debe resolver el asunto”
.

En conclusión la arbitrariedad de una decisión judicial comporta el desconocimiento -por el juez- de normas de mayor jerarquía, entre ellas y en un lugar preeminente los postulados contenidos en la Carta Política, como consecuencia –de cara a la potestad sancionadora del Estado- el desborde de la discrecionalidad interpretativa genera la posibilidad que dicho proceder se indague por la facultad disciplinaria, sin que pueda afirmarse que la misma encuentra justificación al amparo de la garantía constitucional de la autonomía funcional, por cuanto –tal como ocurre en el presente caso- no puede el juez laboral entrar a co-administrar el manejo del presupuesto estatal, pues dicha determinación desborda los marcos ordinarios de competencias al interior del Estado Social de Derecho y ubica a los jueces en un campo funcional para el cual no están establecidos, pues su función, no se encuentra establecida para tal propósito y tal fue la intención con la cual se expidió la Ley 550 de 1999, esto es permitir que las entidades territoriales pudieran atender de manera racional el cúmulo de deudas que pesan sobre su administración.

Es decir, si bien es cierto el juez  goza una rol protagónico al interior del Estado Social de Derecho, por cuanto le corresponde garantizar la eficacia de los derechos fundamentales, también lo es que dicha tarea debe ser contextualizada dentro de las racionalidades propias de las formas jurídicas, mismas que le obligan a adoptar las decisiones conforme a los cauces propios del régimen de competencias establecidos en la Constitución y en consonancia con los procedimientos establecidos para el efecto.

Bajo el anterior panorama conceptual, procede la Sala a identificar las inconsistencias en la estructura argumentativa de la decisión censurada al  inculpado, mismas que son del siguiente tenor:

(i).- Aduce el disciplinado que la providencia con la cual embargó los recursos del sistema general de participaciones –sector educación- del Departamento del Chocó, encuentra justificación a la luz de lo dispuesto en el numeral 9º del artículo 34 de la Ley 550 de 1999, razonar que no puede ser avalado toda vez que la misma es una norma que tiene como ámbito de validez las personas jurídicas de derecho privado, pues sólo basta reparar en lo establecido en la parte inicial de dicha norma para identificar que la misma se dirige a “las empresas” como unidad económica que ante la difícil situación financiera adoptan por dar aplicación al plan de reestructuración de pasivos.

Conforme a lo anotado, el inculpado con dicho proceder desconoce –abiertamente y de manera dolosa- que al interior del mismo cuerpo normativo, existe una disposición jurídica de contenido especial que regula integralmente lo relacionado con la “reestructuración de pasivos de las entidades territoriales” y es dentro de dicho Título V que se ubica la norma imputada como lesionada, misma en la cual se establece que durante su trámite “no habrá lugar a la iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y recursos de la entidad”.
En efecto a diferencia de lo sostenido por la primera instancia, la Sala considera que en el razonar jurídico del inculpado, no existe desconocimiento de la regla de interpretación, según la “norma especial prima sobre la regla de orden general”, toda vez que en el sub lite se observa es la utilización de una norma jurídica que no tiene las condiciones normativas a efecto de regular de manera concreta la situación fáctica a decidir, pues el juicio formal de escogencia entre una norma de contenido abstracto, con otra de carácter concreto, parte de la probabilidad que las dos prescripciones resultan –razonablemente- aplicables al caso, pero en el asunto sometido a decisión lo dispuesto en el numeral 9º del artículo 34 de la Ley 550 de 1999, no tiene la más mínima posibilidad de regular lo relacionado con el embargo de las cuentas de entidades territoriales que se encuentren dentro del plan de restructuración de pasivos, pues la misma gobierna lo ocurrido en empresas de carácter privado y en tal sentido su aplicación se ofrece carente de toda razonabilidad que revista de validez a la decisión adoptada.

En tal sentido, dicho ejercicio interpretativo no se atempera a los cánones mínimos que orientan una aplicación razonable del derecho, toda vez que se dio aplicación a una norma jurídica que no tiene dentro de su ámbito de regulación lo relacionado con las entidades territoriales y en tal sentido se ubica en el campo de una decisión arbitraria, por abierto desconocimiento de los contenidos constitucionales y legales e igualmente de cara al derecho disciplinario implica un desconocimiento al deber establecido en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, tal como se reprochó por el juez de instancia desde el pliego de cargos hasta la sentencia cuestionada con la presente alzada.

(ii).- A lo anterior se suma que la misma jurisprudencia constitucional a la cual acude el disciplinado -como argumento defensivo- le exige la obligación de efectuar una interpretación sistemática de lo dispuesto en el numeral 13º del artículo 58 de la Ley 550 de 1999 y no limitarse a desarrollar una lectura sesgada de dicha disposición normativa, deber que no acató y fue a partir de tal consideración que estimó plausible la aplicación del dispositivo jurídico contenido en el numeral 9º del artículo 34 del citado cuerpo normativo, por tanto la decisión censurada se ofrece arbitraria en cuanto implica apartarse de los criterios jurisprudenciales definidos por la Corte Constitucional al momento de declarar la exequibilidad de la norma que debía aplicar al caso de los embargos de las cuentas de entes territoriales que se encuentren en el plan de reestructuración de pasivos y es a partir de dicha arista conceptual que la misma debe ser calificada de arbitraria al no desatender de forma abierta los parámetros a partir de los cuales se le debe dar sentido a las disposiciones jurídicas en referencia.

(iii).- Ahora bien en cuanto hace referencia a la interpretación de las disposiciones imputadas como trasgredidas y contenidas en el artículo 18 e inciso 1º del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, solo impera afirmar que por expresa disposición legal las cuentas que manejan recursos del sistema general de participaciones son inembargables, por tanto bastaba al inculpado realizar una simple lectura de las mismas para concluir que sobre tales recursos, no era procedente decretar medida provisional alguna, prohibición a la cual se arriba sin necesidad de realizar ejercicios hermenéuticos de alta densidad conceptual, toda vez que a dicha conclusión se arriba atendiendo la literalidad misma de las normas que regulan la materia, situación que era conocida por el disciplinario toda vez que dichos argumentos fueron expuestos por el apoderado del ente territorial ejecutado en sus diferentes intervenciones procesales a lo largo del ejecutivo laboral antes referido.

Razonar en contrario implica ir en contravía de la centenaria regla de interpretación legal donde se exige que “cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu” (art. 7º del C.C.), por tanto ante la precisión conceptual de las normas imputadas desde donde se define la inembargabilidad de las cuentas del sistema general de participaciones, no le era permitido al juez inculpado realizar ejercicios de ponderación axiológica a través de los cuales fabricó –artificialmente- un aparente conflicto de principios constitucionales, pues a dicho razonar se acude cuando se está ante una implicación en contrario de valores superiores que de manera razonable pueden aplicarse al caso sometido a decisión, situación que no se estructura en el presente caso atendiendo la claridad conceptual de la regla a aplicar, más cuando la misma jurisprudencia constitucional al establecer la constitucionalidad condicionada de las citadas disposiciones consideró ajustada a la Carta Superior, la decisión del legislador de limitar –temporalmente- la posibilidad de ejecutar deudas solicitando el embargo de cuentas bancarias del sistema general de participaciones.

Conforme a lo anotado, impera concluir que el razonar ofrecido por el funcionario inculpado a efecto de decretar el embargo de cuentas del sistema general de participaciones, no se atempera a las más elementales exigencias normativas y jurisprudenciales, como tampoco respeta las más básicas prescripciones del razonar jurídico y es a partir de tal consideración que dicho proceder amerita la censura disciplinaria tal como lo determinó el fallador de instancia, en virtud de lo cual debe CONFIRMAR la decisión apelada por encontrarla ajustada a derecho en los términos establecidos en esta providencia por trasgredir el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por no dar aplicación al artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, artículos 18 e inciso 1º del artículo 91 de la Ley 715 de 2001. 

8.- Conclusión.-

Finalmente, en cuanto atañe a la sanción impuesta al funcionario, teniendo en cuenta que la falta fue calificada definitivamente por el -a quo- como grave e imputada subjetivamente a título de dolo, la sanción impuesta respeta los criterios de razonabilidad y proporcionalidad, por lo cual habrá -igualmente- de avalarse la misma en sus contenidos de reproche disciplinario y en la eventualidad que el sancionado no se encuentre activo en el cargo desempeñado, la suspensión se convertirá en multa, tal como lo facultan las normas legales en especial el inciso 3º del artículo 46 de la Ley 734 de 2002.

Sean suficientes las anteriores consideraciones para concluir que esta Colegiatura confirmará la providencia apelada, en cuanto sancionó al Doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de JUEZ PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE QUIBDÓ, por haber trasgredido el deber consagrado en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 en concordancia con las normas imputadas en el pliego de cargos y aquellas por las cuales se le derivó responsabilidad disciplinaria en la sentencia de primer grado, por tanto merecedor de la suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para desempeñar cargos públicos por igual período, conforme a las razonamientos anteriormente expuestos y tal como se declara en la parte resolutiva de esta providencia.
En mérito de lo expuesto, la Sala Dual Quinta de Decisión de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la solicitud de prescripción propuesta por el disciplinado y la supuesta lesión al debido proceso por vencimiento de términos en la indagación preliminar.

SEGUNDO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia que determinó SANCIONAR con DOCE (12) MESES DE SUSPENSIÓN en el ejercicio del cargo e INHABILIDAD ESPECIAL por el mismo tiempo para el ejercicio de la función pública al doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de JUEZ PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO QUIBDÓ, por haber trasgredido el deber consagrado en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 en concordancia con los artículos 58 numeral 13º de la Ley 550 de 1999 y artículos 18 e inciso 1º del 91 de la Ley 715 de 2001, así como lo prescrito en los artículos 448 y 684 del C.P.C. y 100 del C.P.T. tal como quedó consignado en la parte considerativa de este fallo.

TERCERO: En aplicación de lo dispuesto en el inciso 3º del artículo 46 de la Ley 734 de 2002 y en el evento que el inculpado no se encuentre en el ejercicio de cargo, la sanción de suspensión impuesta conviértase en multa.

CUARTO: Líbrense las comunicaciones a que hace referencia el artículo 220 de la Ley 734 de 2002 y ejecútese la sanción en la forma prevista en el artículo 221 ibidem.

QUINTO: Vuelva el expediente a la Seccional de origen, para que ésta disponga lo atinente a la notificación.

CÓPIESE,   NOTIFÍQUESE   Y   CÚMPLASE

	JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ

	Magistrado

	

	HENRY VILLARRAGA OLIVEROS

	Magistrado


Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo Superior de la Judicatura.
� La Sala de primera instancia estuvo conformada por los Magistrados LILIANA DEL SOCORRO MARÓN PARIAS y JESÚS ORLANDO PALTA GUZMÁN (fl.241).


� Según Weber el principio de “racionalidad legal” implica la existencia de atribuciones oficiales, ordenadas por lo general mediante reglas, leyes o disposiciones del reglamento es decir “1).- Existe una firme distribución de las actividades metódicas –consideradas como deberes oficiales- necesarias para cumplir los fines de la organización burocrática. 2).- Poderes de mando necesarios para el cumplimiento de estos deberes se hallan igualmente determinados de un modo fijo, estando bien delimitados mediante normas los medios coactivos que la son asignados..3).- Para el cumplimiento regular y continuo de los deberes así distribuidos y para el ejercicio de los derechos correspondientes se toman las medidas necesarias con vistas al nombramiento de personas con aptitudes bien determinadas” Cfr. WEBER, Max. Economía y Sociedad. Fondo de la Cultura Económica. Mexico. 1997. Pag. 717.


� HAMILTON, A. J. MADISON y J. JAY. El Federalista. LXXVIII. Fondo de la Cultura Económica. México. 2001. Pag. 331.


� La sentencia T-588 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño, explicó al respecto: “no es posible cuestionar, por vía de tutela, una sentencia, únicamente porque el actor o el juez constitucional consideran que la valoración probatoria o la interpretación de las disposiciones legales por el juez ordinario fueron discutibles. Es necesario que las interpretaciones y valoraciones probatorias del juez ordinario sean equivocadas en forma evidente y burda para que pueda  proceder el amparo constitucional. Cualquier tesis distinta implicaría no sólo desconocer la autonomía funcional  que tienen los jueces para interpretar el derecho y valorar las pruebas (CP art. 230) sino que además desconocería la separación funcional entre la justicia constitucional y la jurisdicción ordinaria”.


� En este sentido, pueden verse las sentencias T-066 de 2005, M.P. Rodrigo Escobar Gil, T-345 de 2005, M.P. Álvaro Tafur Galvis, T-070 de 2007, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-588 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño y T-028 de 2008, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Corte Constitucional, Sentencia SU-1185 de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Corte Constitucional, Sentencia T-359 de 2003, M.P. Jaime Araujo Rentería.


� ARTICULO 34. EFECTOS DEL ACUERDO DE RESTRUCTURACIÓN. Como consecuencia de la función social de la empresa los acuerdos de reestructuración celebrados en los términos previstos en la presente ley serán de obligatorio cumplimiento para el empresario o empresarios respectivos y para todos los acreedores internos y externos de la empresa, incluyendo a quienes no hayan participado en la negociación del acuerdo o que, habiéndolo hecho, no hayan consentido en él, y tendrán los siguientes efectos legales: (…) 9. Los créditos causados con posterioridad a la fecha de iniciación de la negociación, al igual que la remuneración de los promotores y peritos causada durante la negociación, serán pagados de preferencia, en el orden que corresponda de conformidad con la prelación de créditos del Código Civil y demás normas concordantes, y no estarán sujetos al orden de pago que se establezca en el acuerdo. El incumplimiento en el pago de tales acreencias permitirá a los acreedores respectivos exigir coactivamente su cobro, y podrá dar lugar a la terminación de la negociación del acuerdo o del acuerdo mismo, a menos que el respectivo acreedor acepte una fórmula de pago según lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 35 de la presente ley.


� La norma citada se demando con posterioridad y la Corte Constitucional declaró la existencia de cosa juzgada constitucional en las sentencias C-061/10 y C-519/02 donde dispuso estarse a lo resuelto en la providencia C-492/02.


�    En la ponencia para segundo debate en la Cámara se dijo que “La Ley 550 se aprueba para enfrentar la crisis económica generalizada y para garantizar el cumplimiento de la función social de la empresa y la prestación de los servicios a cargo de las entidades territoriales, para lo cual propone “un marco legal que propicie la reactivación de las empresas y la reestructuración de los pasivos financieros de los entes territoriales, junto con otros mecanismos orientados a complementar y propiciar acuerdos de reestructuración de empresas viables y, como tales, capaces de generar empleo” (Gaceta del Congreso No. 550 del martes 14 de diciembre de 1999, pág. 1). 


� De acuerdo con el numeral 7, el orden de prioridad para los gastos corrientes de la entidad territorial que celebre el acuerdo de reestructuración es el siguiente: a) mesadas pensionales; b) servicios personales; c) transferencias de nómina; d) gastos generales; e) otras transferencias; f) intereses de deuda; g) amortizaciones de deuda; h) financiación del déficit de vigencias anteriores, e i) inversión. 


� En la ponencia para primer debate –Cámara se señaló lo siguiente: “Finalmente, un aspecto del proyecto que merece especial atención es que permite también la normalización y la reestructuración de los créditos de los entes territoriales, sin lo cual la propuesta de reactivación no estaría completa, dado que la actividad empresarial resulta directamente afectada por la situación financiera de las entidades de las que forman parte. Como se advierte en la exposición de motivos del proyecto de ley, ‘El desarrollo armónico de las regiones que debe propiciar el Estado a través de la intervención económica no puede darse sin que, tanto las empresas como las respectivas entidades territoriales puedan desenvolverse en forma normal, máxime si ambas se nutren del crédito institucional’.  Las dificultades financieras de las entidades territoriales, originadas principalmente por haber adquirido deudas cuya cancelación excede considerablemente su capacidad de pago, afectan sensiblemente a la estabilidad del sector financiero, pues casi una cuarta parte de su cartera está colocada en dichas entidades. En tal sentido, resulta urgente la adopción de medidas, incluso de carácter constitucional, para la búsqueda de una solución permanente al grave desequilibrio estructural de las finanzas territoriales”. (Gaceta del Congreso No. 543 del lunes 13 de diciembre de 1999, pág. 3).  


� En la ponencia para segundo debate –Cámara se dijo que: “Los fines buscados por el legislador con la aprobación del correspondiente proyecto de ley se refieren a la necesidad de promover y facilitar a las entidades territoriales el cumplimiento de sus obligaciones con los acreedores, circunstancia que se evidencia desde la misma descripción del título de la ley. En la discusión del proyecto de ley estuvo presente tanto la preservación del principio de autonomía de las entidades territoriales como la finalidad de sanear su situación financiera. En la ponencia para segundo debate en la Cámara de Representantes se señaló que “una vez revisado y modificado el testo presentado en el proyecto del Gobierno se pone a consideración de la plenaria en la forma que se transcribe más adelante, dejando a salvo la autonomía de las entidades territoriales y buscando, con la coordinación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, su saneamiento financiero”. (Gaceta del Congreso No. 550 del martes 14 de diciembre de 1999, pág. 5). 


�    Gaceta del Congreso No. 550 del martes 14 de diciembre de 1999, pág. 2.


�   En el numeral 11 del artículo 58 de esta ley se señala que “El acuerdo de reestructuración será celebrado entre la entidad territorial y los acreedores externos” y, para garantizar la efectividad del acuerdo, el numeral 10 dice que “Corresponderá al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y a la respectiva entidad territorial, determinar las operaciones que puede realizar la entidad territorial a partir del inicio de la negociación y que sean estrictamente necesarias para evitar la parálisis del servicios y puedan afectar derechos fundamentales”. Lo anterior se complementa con lo dispuesto en el numeral 15, según el cual “Una vez se suscriba el acuerdo de reestructuración y durante la vigencia del mismo, la entidad territorial no podrá incurrir en gasto corriente distinto del autorizado estrictamente (en) el acuerdo para su funcionamiento y el ordenado por disposiciones constitucionales”.


�   Cfr. Corte Constitucional. Sentencias C-546 de 1992, Ms. Ps. Ciro Angarita Barón y Alejandro Martínez Caballero; C-337 de 1993, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; C-103 de 1993, M.P. Jorge Arango Mejía, y C-263 de 1994, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 


�   Claro está que el legislador, si bien dispone de un amplio margen de configuración legislativa en materia económica, no por ello está exento de atender los límites fijados en la Constitución, que reconocen principios, valores y derechos. “En tal virtud, debe atender a límites tales como: el principio del reconocimiento de la dignidad humana, la vigencia y efectividad de los derechos constitucionales fundamentales de las personas, el principio de la seguridad jurídica, el derecho a la propiedad, el acceso a la justicia como medio para lograr la protección de sus derechos violados o desconocidos por el Estado, y la necesidad de asegurar la vigencia de un orden justo. Es decir, que al diseñar las respectivas normas el legislador debe buscar una conciliación o armonización de intereses contrapuestos: los generales del Estado tendientes a asegurar la intangibilidad de sus bienes y recursos y los particulares y concretos de las personas, reconocidos y protegidos constitucionalmente”. Corte Constitucional. Sentencias C-546 de 1992, Ms. Ps. Ciro Angarita Barón y Alejandro Martínez Caballero.  


�   De acuerdo con la definición contemplada en el artículo 128 de la Constitución Política, los recursos a que alude la norma impugnada hacen parte del tesoro público y deben ser igualmente objeto de protección. Con tales propósitos, como lo ha indicado la Corte en diferentes oportunidades, la inembargabilidad busca ante todo proteger los dineros del Estado -en este caso los de las entidades territoriales- para asegurar en esa forma que se apliquen a los fines de beneficio general que les corresponden, haciendo realidad el postulado de prevalencia del interés común plasmado en el artículo 1º de la Carta. Cfr. Sentencias C-546 de 1992, Ms. Ps. Ciro Angarita Barón y Alejandro Martínez Caballero; C-103 de 1994, M.P. Jorge Arango Mejía y C-263 de 1994, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 


�   Cfr.  Corte Constitucional. Sentencia C-263 de 1994, M.P. José Gregorio Hernández Galindo 


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencias C-1643/00, M.P. Jairo Charry Rivas y C-037/96 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-546/02  M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-114/02  M.P. Eduardo Montealegre Lynett.


� Corte Constitucional, Sentencia T-607/00 M.P. Carlos Gaviria Díaz.





